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La urgencia de sacar a Chile de la pobreza severa 

Chile ha logrado avances relevantes en la reducción de la pobreza cuan- 

do ha sido capaz de combinar crecimiento económico, empleo y políticas 

sociales bien diseñadas. Pero ese aprendizaje convive hoy con una realidad 

incómoda: mientras parte del país discute ritmos y modelos, existe un grupo 

de hogares para los cuales la espera ya no es una opción. Son los más pobres 

entre los pobres. 

La experiencia acumulada de las últimas décadas es clara. La superación 

sostenible de la pobreza depende, principalmente, de que los hogares pue- 

dan desarrollar capacidades y proyectos de vida con autonomía, y no en 

dependencia permanente del Estado. La evidencia es consistente: cuando la 

economía crece, se crean mejores empleos; cuando hay mejores empleos, 

aumentan los ingresos y la posibilidad real de resolver necesidades. Por el 

contrario, cuando el crecimiento se debilita y las políticas sociales se dis- 

persan, la reducción de la pobreza se vuelve más lenta y frágil, incluso en 

contextos de mayor gasto social. 

Eso es precisamente lo que hoy observamos: una expansión significativa 

del gasto, acompañada de programas mal evaluados, incentivos desalinea- 

dos e inercias institucionales que no siempre corrigen las deficiencias de- 

tectadas. El resultado es una política social que muchas veces administra la 

urgencia, pero no cambia trayectorias de vida. 

Dicho esto, conviene ser claros: las capacidades no aparecen por sí so- 

las ni se distribuyen de manera equitativa. En contextos de vulnerabilidad 

extrema, rara vez se sostienen sin apoyo. Para quienes viven en pobreza 

severa, la autonomía no es un punto de partida, sino un objetivo lejano. Por 

eso, las políticas sociales han sido —y siguen siendo— fundamentales para 

complementar ingresos y crear condiciones mínimas de desarrollo. Plantear 

una dicotomía entre autonomía y apoyo estatal empobrece el debate y des- 

conoce la realidad de los hogares más excluidos. 

Algo similar ocurre con la discusión entre focalización y universaliza- 

ción. La democracia se sostiene en el reconocimiento de derechos para to- 

dos, pero también en la obligación ética y política de priorizar a quienes más 

lo necesitan. La experiencia chilena muestra que avanzar en diagnósticos 

objetivos y en asignación de recursos basada en evidencia permitió corregir 

inequidades profundas y hacer más eficaces las políticas sociales. 
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Hoy enfrentamos, además, una realidad más dura. Existen hogares que 

viven simultáneamente pobreza por ingresos y pobreza multidimensional, 

donde ya ni siquiera está presente la expectativa de salir adelante. A eso lo 

hemos llamado pobreza severa. Para ellos, las transferencias monetarias son 

necesarias, pero claramente insuficientes. Se requieren políticas públicas in- 

tegradas que combinen apoyo de ingresos con servicios sociales, cuidados, 

educación, salud, vivienda y entornos que hagan posible sostener trayecto- 

rias de vida reales. 

Reducir la pobreza exige un enfoque complementario: crecimiento y 

empleo; transferencias focalizadas; políticas sanitarias y educativas de alto 

impacto; y programas que fortalezcan capacidades, sin perder el principio 

orientador de priorizar a quienes están en peor situación. Medir bien no es 

un tecnicismo: es la condición para no equivocarnos de urgencia. 

Si existe una emergencia permanente en Chile, no es solo la que aparece 

en los ciclos electorales, sino la que viven a diario quienes no tienen nada 

que perder. Sacarlos de la pobreza severa no es un eslogan: es una tarea 

impostergable que exige evidencia, coherencia y la voluntad de corregir lo 

que no funciona. 

  

La PAES: cuando una prueba mide la segregación y no el mérito 

Cada vez que se publican los resultados de la PAES, el ritual se repite con 
una precisión inquietante. Titulares que celebran a los “mejores colegios”, 
rankings que se difunden sin contexto y una narrativa implícita —pero po- 
derosa— que asocia puntajes altos con mérito, calidad y excelencia. Sin 
embargo, basta observar con atención los datos para constatar una verdad 
incómoda: la PAES no mide talento en condiciones de igualdad; mide, ante 

todo, la segregación estructural de nuestro sistema educativo. 

Los resultados de los cien colegios con mejores promedios en la PAES 
lo confirman con crudeza. La abrumadora mayoría, 99, corresponde a es- 
tablecimientos particulares pagados. Solamente 1 colegio municipal entre 
100 es casi testimonial. ¿De verdad creemos que el talento, el esfuerzo y la 
capacidad intelectual se distribuyen de manera tan desigual entre niños y 
jóvenes según su origen socioeconómico? La respuesta es evidente. Lo que 
está distribuido de forma desigual no es el talento, sino las oportunidades. 

He sostenido reiteradamente desde hace muchos años, y lo reitero hoy, 
que la PAES, antes con otros nombres, tal como está concebida y, sobre 

todo, tal como es utilizada, funciona más como un instrumento de clasi- 

ficación social que como una herramienta justa de acceso a la educación 
superior. No es una prueba neutra. Evalúa trayectorias educativas profun- 
damente desiguales, acumuladas durante doce o más años de escolaridad, 

en contextos donde el acceso a buenos docentes, materiales, apoyo familiar, 

capital cultural y preuniversitarios marca una diferencia decisiva. 

El problema no es la existencia de una prueba estandarizada en sí misma. 
El problema es la pretensión de que sus resultados reflejan mérito indivi- 
dual, desconectados de las condiciones estructurales en que esos estudiantes 
han vivido y aprendido. Cuando se publican rankings absolutos y se los 

presenta como sinónimo de “calidad educativa”, 
se termina naturalizando la desigualdad y legiti- 
mando un sistema que premia el punto de partida 
más que el recorrido. 

Más grave aún, esta lógica envía un mensaje 
corrosivo a miles de jóvenes talentosos que no 
logran altos puntajes: que el problema son ellos, 
su esfuerzo o su capacidad, y no un sistema que 
los dejó atrás mucho antes de sentarse a rendir la 
prueba. Esa es una forma sutil, pero profunda, de 
injusticia educativa. 
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de educación superior más equitativo, debemos atre- Universidad del Alba 
vernos a decir las cosas por su nombre. La PAES, 
en su uso actual, ratifica la segregación social de Chile. No la corrige, no la 
compensa y, en muchos casos, la reproduce con objetividad técnica. 

Si de verdad queremos avanzar hacia un sistema Ai 

El desafío no es maquillar la prueba ni celebrar excepciones heroicas. 
El desafío es repensar seriamente los mecanismos de acceso, incorporando 
criterios que reconozcan el contexto, el esfuerzo relativo, las trayectorias 
y el potencial, y no solo el resultado bruto de una medición estandarizada. 
De lo contrario, seguiremos confundiendo privilegio con mérito y falta de 
equidad con excelencia. 

Mientras eso no ocurra, cada nuevo ranking de la PAES no será una noti- 
cia educativa: será, una vez más, el espejo fiel de un país que aún no quiere 
enfrentar su propia segregación o ¿tal vez la elite es justamente lo que quie- 
re?
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